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Número 28. Viernes 17 de Febrero de 1865. Un real.

DE LA PROVINCIA DE BURGOS

¡
Por un año...

Porse's meses
H,. ■
Por tres id...

50 Las leyes y disposiciones generales del Gobierno son obligatorias para cada Capital 
de provincia desde que se publica oficialmente en ella, y desde cuatro dias despues

25 para los demás pueblos de la misma provincia. (Ley de 5 de Noviembre de 1857.)
Las leyes, órdenes y anuncios que se manden publicar en los Boletines oficiales 

se han de remitir al Gobierno respectivo, por cuyo conducto se pasarán á los 
14 editores de los mencionados periódicos. (Real orden de 5 de Abril de 1859.)

PARA FUERA

DE LA CAPITAL.

Por un año... 60

Por seis meses 52

Por tres id... 18

PARTE OFICIAL.

PRESIDENCIA DEL CONSEJO DE MINISTROS.

S. M. la REINA nuestra Señora (q. D. g.) 
y su augusta Real familia continúan sin 
novedad en su importante salud.

GOBIERNO DE LA PROVINCIA
DE

BURGOS.

(Gaceta nilm. 59.)
CONSEJO DE ESTADO.

REAL DECRETO.
Doña Isabel II, por la gracia de Dios 

y la Constitución de la Monarquía espa­
ñola Reina de las Españas. A todos los 
que las presentes vieren y entendieren, 
y á quienes toca su observancia y cum­
plimiento, sabed: que he venido en de­
cretar lo siguiente:

«En el pleito que ante el Consejo de 
Estado pende en primera y única ins­
tancia, entre parles, de la una D. Fer­
nando Mai'tinez Palero, como tutor y 
curador de D. Rodrigo Lainez y Palero, 
hijo de D. Antonio, Ingeniero que fué 
de Montes de la clase de primores, y en 
su representación D.a Pascuala Martínez 
y Palero, demandante, y de la otra la 
Administración, representada por mi 
Fiscal, demandada, sobre derecho á 
pensión de Monle-pio.

Visto:
Visto el expediente gubernativo, del 

cual resulta:
Que D. Fernando Martínez Palero, 

como tutor y curador del huérfano Ro­
drigo Lainez, recurrió á la Junta de cla­
ses pasivas en 28 de Abril de 1862 pi­
diendo que se declarase á este con de­

recho á pensión del Mortte-pio por haber 
pertenecido su padre al cuerpo de Inge­
nieros de Montes:

Que la expresada Junta, con vista de 
los documentos que acompañaba, le de­
claró en 15 de Julio del mismo año sin 
derecho á la pensión solicitada, de cuyo 
acuerdo se alzó para ante el Ministerio 
de Hacienda en 7 del mes siguiente:

Que por Real orden de 50 de Mayo 
de 1862, de conformidad con lo infor­
mado por la Asesoría general del mismo, 
desestimándose la solicitud de D. Rodri­
go Lainez, se confirmó el acuerdo de la 
Junta de Clases pasivas, y se declaró que 
no tenia derecho á la pensión de Monte­
pío que pretendía:

Que de esta Real resolución apeló para 
ante el Consejo de estado D. Fernando 
Martínez Palero, en nombre del menor 
D. Rodrigo Lainez:

Visto el escrito de mejora de apelación 
presentado por Doña Pascuala Martínez, 
en nombre de D. Fernando Martínez, 
como tutor y curador del menor Lainez, 
pidiendo la revocación de la Real orden 
reclamada, y que se declare que Don 
Rodrigo Lainez tiene derecho á la pen­
sión por orfandad que le corresponda con 
arreglo á las disposiciones vigentes:

Visto el auto que la Sección de lo 
Contencioso dictó en 17 de Mayo del 
prenente año, teniendo por parle á la 
expresada D. Pascuala Martínez en nom­
bre de D. Fernando Martínez:

Visto el escrito de conteslacian de mi 
Fiscal pidiendo la absolución de la de­
manda y la confirmación de la Real or­
den reclamada:

Visto el arl. 15 de la ley de 24 de 
Junio último, que hasta la publicación de 
la ley general de Clases pasivas concede 
la pensión que en él se prefija á las viu­
das y huérfanos de les funcionarios pú­
blicos no incorporados á los Monte-píos:

Considerando que el empleo que sirvió 
el padre del demandante no estaba incor­
porado á ningún Monte pió, por lo cual 
estuvo en su lugar la Real orden que le 
negó la pensión solicitada:

Considerando que la concedida tempo­
ralmente por la citada ley, y de que se 
hace cargo mi Fiscal con aplicación al 
interesado, no ha sido objeto de un 
acuerdo de la Junta de Clases pasivas, 
y no puede serlo por lo mismo de esta 
resolución;

Conformándome con lo consultado por 
la Sala de lo Contencioso del Consejo de 
Estado en sesión á que asistieron D. Do­
mingo Ruiz de la Vega, Presidente, D. 
Joaquín José Casans, D. Antonio Escu­
dero, D. Antonio Caballero, el Conde 
de Torre-Marín, D. Antero de Echarri, 
el Marqués de San Gil, D. José de Sier­
ra y Cárdenas, y D. Fermín Espelela y 
Enrile,

Vengo en confirmar la Real orden re­
clamada, reservando al demandante el 
derecho que entienda tener á pensión 
temporal en virtud de la ley mencionada, 
para que use de él donde y como cores- 
ponda.

Dado en Palacio á trece de Diciembre 
de mil ochocientos sesenta y cuatro. — 
Está rubricado de la Real mano.=EI 
Presidente del Consejo de Ministros, Ra­
món María Narváez.»

Publicación. =Leido y publicado el 
anterior Real decreto por mí el Secretario 
general del Consejo de Estado, hallán­
dose celebrando audiencia pública la 
Sala de lo Contencioso, acordó que se 
tenga como resolución final en la instan­
cia y autos á que se refiere; que se una 
á los mismos, se notifique en forma á 
las partes y se inserte en la Gacela. De 
que certifico.

Madrid 24 de Diciembre de 1864.= 
Pedro de Madrazo.

(Gaceta núm. 41.)

CONSEJO DE ESTADO.

REAL DECRETO.

Doña Isabel II, por la Gracia de Dios 
y la Constitución de la Monarquía espa­
ñola, Reina de las Españas. A todos los 
que las presentes vieren y entendieron, 
y á quienes toca su observancia y cum­
plimiento, sabed: que he venido en de­
cretar lo siguiente:

«En el pleito que ante el Consejo de 
Estado pende en primera y única instan­
cia, entre partes, déla una Doña Rosario 
Fernandez de la Hoz, viudá de D. Hipo- 
lito Odoardo, Fiscal del crimen que fué 
de la Audiencia de Méjico, representada 
por el Doctor D. Fernando Vida, deman­
dante; y de la otra mi Fiscal, á nombre 
de la Administracin general del Estado, 
demandada; sobre mejora de pensión de 
Monte-pió.

Visto:
Visto el expediente gubernativo, del 

que resulta:
Que á consecuencia de la Real orden 

de 15 de Mayo de 1859, por la que 
se dispuso que se revisaran todas las cla­
sificaciones de Monte pió procedentes de 
Ultramar, tuvo efecto la revisión de la 
de Doña Rosario Fernandez de la Hoz, 
cercenándole la pensión que se le había 
declarado al respecto de 4 500 pesos, 
que fué el sueldo que disfrutó su esposo, 
sujetando á un descuento las cantidades 
que tenía percibidas, y rebajando su 
haber al tipo de 4.000 pesos:

Que la interesada, creyéndose con de­
recho por una parte á que se la abonase 
por completo la pensión de 1.125 pesos, 
con arreglo á la Real orden de 17 de 
Junio de 1860, dictada en el expediente 
sobre pensión de D.a Francisca Olaguer, 
viuda del Superintendente de Filipinas



D. Luis Orréjola. y por otra á que so la D. Antonio Caballero, D. Antonio Escu- ció para hacer pago al ejecutante, de los procedimientos de apremio hasta su
indemnizase del descuento que había su­
frido, recurrió al Intendente general de 
la isla de Cuba para que se la devolviese 
dicho descuento y se la restituyera ene! 
goce integro do su haber:

Que cursada la instancia y remitido 
el expediente á la Junta de Clases pasi­
vas, confirmó en sesión de 50 de Enero 
de 1860 la pensión de 1.125 pesos 
anuales, acordada por la Superior direc- i 
ti va de Hacienda de la isla de Cuba en 
favor de la Doña Rosario.

Que elevado el expediente al Ministe­
rio de Hacienda, revocó el acuerdo de 
la Junta de Clases pasivas por Real or­
den de 25 de Abril de 1860, declaran­
do á la interesada el haber de 1.000 pe­
sos anuales:

Que comunicada esta resolución á la 
reclamante, recurrió nuevamente á la 
Junta de Clases pasivas, la que en se- I 
sion de 50 de Enero de 1862, manifestó I 
que no había motivo para variar la Real 
orden que señalaba á la Doña Rosario 
la pensión de 1.000 pesos anuales:

Que en su consecuencia se dictó la 
Real orden de 11 de Noviembre de 1862 
confirmando la de 25 de Abril de 1860, 
por la que se redujo á 1.000 pesos anua­
les la pensión de Monte pió de 1225 pe­
sos que la declaré la Junta de Clases 
pasivas.

Vista la demanda interpuesta ante el 
Consejo de Estado por el Dr. D. Fer­
nando Vida, en nombre de la Doña Ro­
sario Fernandez de la Hoz, pidiendo la i 
rehabilitación de la pensión y la revoca­
ción de la referida Real orden de 11 de 
Noviembre de 1862:

Visto el escrito de contestación de mi 
Fiscal pidiendo la absolución de la de­
manda y la confirmación de la Real or­
den reclamada:

Visto el Real decreto de 15 de Mayo 
de 1859 en su art. 6.°:

Vistos mis Reales decretos de 21 de 
Mayo do 1855 y 25 de Febrero de
1859, la Rtal orden de 28 de Junio de
1860, cuyas dos últimas disposiciones 
hicieron extensivo á las provincias ul- ; 
tramarinas lo determinado en la pri - 
mera:

Vista la disposición 6.a, sección 5.a, 
de las que acompañan á la ley de pre­
supuestos de 25 de Julio de 1855:

Considerando que la Real orden de 25 
de Abril de 1860, dictada en el expe­
diento de clasificación de la demandante, 
causó estado y no fué reclamada en 
tiempo oportuno ni en la forma corres­
pondiente, como pudo hacerse y se hizo 
en iguales ó análogas circunstancias;

Considerando que la Real orden de 15 
de Marzo de 1861, dictada en el expe­
diente de Doña Francisca Olaguer, por 
más que contenga declaración una apli­
cable á otros casos, no tiene eficacia para 
alterar una clasificación contra la cual no 
se reclamó oportunamente, y que por lo 
mismo quedó ejecutoriada;

Conformándome con lo consultado por 
la Sala de lo Contencioso del Consejo de 
Estado en sesión á que asistieron Don 
Domingo Ruiz de la Vega, Presidente, 
I). Joaquín José Casaus, D. JoséCaveda,

dero, el Conde de Torre-Marin, D. Fran­
cisco González, D. Anlero de Echarri, 
Don Pedro Sabau, D. Juan Anloiuc y 
Zayas y 1). Fermín Ezpelela y Enrile,

Vengo en confirmar la Real orden de 
11 de Noviembre de 1862 reclamada en 
la demanda.

Dado en Palacio á trece de Diciembre 
de mil ochocientos sesenta y cuatro. = 
Está rubricado de la Real mano.=El 
Presidente del Consejo de Ministros, Ra­
món María Narvaez.»

Publicación.—Leido y publicado el 
anterior Real decreto por mí el Secre­
tario general del Consejo de Estado, 
hallándose celebrando audiencia pública 
la Sala de lo Contencioso, acordó que se 
tenga como resolución final en la instan­
cia y autos á que se refiere; que se una 
á los mismos, se notifique en forma á las 
parles y se inserte en la Gaceta. De que 
certifico:

Madrid 24 de Diciembre de 1864.= 
Pedro de Madrazo.

(Gacela núm. 58.)

SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA.

En la villa y corte de Madrid, á l.° 
de Febrero do 1865, en los autos que 
penden ante Nos por recurso de casa­
ción, seguidos en el Juzgado de primera 
instancia de Metlina del Campo y en la 
Sala segunda- de la Real Audiencia de 
Valladolid por D. Mariano González y 
D. José Semprun con D. Marcelo Lo­
renzo, sobre preferencia de créditos:

Resultando que D. Mariano González 
prestó sin interés alguno á D. Bernabé 
Portillo la cantidad de 11.872 reales, 
que se obligó este á devolverle por es­
critura otorgada en Valladolid en 5 de 
Diciembre de 1856 en dos plazos ¡guales 
que concluían en 4 de igual mes de 1858, 
y de no hacerlo consentía ser ejecutado 
para su pago con el de los gastos, cos­
tas, daños y perjuicios y además y desde 
entonces un 6 por 100 anual; hipotecan­
do á la seguridad y cumplimiento de 
esta obligación, especialmente dos casas 
en la villa de Rodilana y un majuelo en 
el término de la misma llamado Rosal, 

¡ y sometiéndose para la ejecución de todo 
! al Juez de primera instancia de dicha 
■ ciudad de Valladolid, de cuya escritura 
; se. tomó razón en la Contaduría de Hi 
! potocas de Medina del Campo:
i Resultando que como no cumpliese 

Portillo la expresada obligación le de-
I mandó ejecutivamente D. Mariano Gon­

zález en 6 de Diciembre de 1859, em­
bargando en su consecuencia las casas y 
majuelo hipotecados, y se dictó senten­
cia de remate en 16 de Marzo de 1860, 
en virtud de la cual y por la vía de apre­
mio se remataron dichas fincas á favor 
de D. Lorenzo Semprun por la cantidad 
de 4.001 rs. la casa v de 15.955 rs. el 
majuelo, otorgándole la consiguiente es­
critura de venta judicial en 50 de Abril 
de 1861, reteniendo en su poder el pre-

quien era apoderado, del principal, inte­
reses y costas, y satisfacer, como lo 
I1Í40, el laudemio y réditos adeudados á 
la Condesa de Torrejon, dueña de! do­
minio directo del referido majuelo:

Resultando que con anterioridad á este 
fallo se seguía otro pleito por la via or­
dinaria en el Juzgado de Medina del 
Campo á instancia de D. Juan Vázquez 
contra 1). Bernabé Portillo sobre pago 
de 5.000 rs. resto del precio de la venta 
de unas cabezas de ganado, y por sen­
tencia de la Sala primera de la Audiencia 
de 28 de Noviembre de 1857 se condenó 
á Portillo al pago.de 4.971 rs. y en las 
costas, embargándose en su virtud las 
dos expresadas casas y el majuelo del 
Rosal:

Resultando que por auto de 6 de No­
viembre de 1860 se adjudicó á D. Mar­
celo Lorenzo, á quien el acreedor Váz­
quez tenia cedido, su crédito, el citado 
majuelo, en las dos torceras parles de 
su tasación como única postor que se 
había presentado; mandando otorgar á 
su favor la escritura de venta, prévio 
requerimiento á la dueña del dominio 
directo:

Resultando que despues de anunciada 
una competencia entre los Jueces de pri­
mera instancia de Valladolid y Medina 
del Campo, de la que desistió el prime­
ro, exhortó al segundo para que diese 
posesión del majuelo á Semprun, como 
se la dió, sin embargo de la oposición 
que hizo D. Marcelo Lorenzo; y la dejó 
sin efecto la Sala segunda de la Audien­
cia por sentencia de 5 de Diciembre de 
1861, mandando reponer los autos al 
estado que tenían al presentar su escrito 
de oposición D. Marcelo, sin que por 
ello se entendiese prejuzgada la cuestión 
de preferencia de créditos:

Resultando que devueltos los autos al 
inferior y evacuado el traslado por Sem­
prun y D. Mariano González citado por 
este de eviccion y por el deudor Portillo, 
mandó el Juez constituir en depósito el 
majuelo; y en este estado y en 7 de 
Marzo de 1862 presentaron Semprun y 
González demanda de tercería de me­
jor derecho, pidiendo sé declarase pre­
ferente el crédito de este al de D. Juan 
Vázquez, y en su consecuencia se man­
dase dar al primero la posesión del ma 
juelo del Rosal según prevenia el exhorto 
del Juez de primera instancia de Valla- 
lid; alegando para ello la nulidad de 
los procedimientos de apremio por las 
infracciones de ley que se habían come­
tido; y que reclamándose una misma 
cosa para hacer efectivos créditos distin 
tos la preferencia estaba por el de los 
exponentos por la acción rea! é hipoteca 

' convencional y especial que tenían sobre : 
el majuelo preferente á cualquiera acción | 
personal ó hipoteca constituida con pos­
terioridad:

Resultando que en la pieza separada ■ 
que se formó para tratar de esta deman-

, da, solicitó el ejecutante Don Marcelo 
Lorenzo que se declarase no estaba obli- 

i gado á contestarla, ó cuando á ello no 
, hubiese lugar, y no en otro caso, que se 

lo absolviese de ella mandando continuar

conclusión, con las costas en uno ú otro I 
caso, y expuso que la demanda no sel 
hallaba arreglada á la prescripción del | 
artículo 224 de la ley de Enjuciamienlo V 
civil por no fijarse con precisión lo que I 
se pedia, ni determinarse la clase de ac­
ción que se ejercitaba, demostrando lo 
primero su simple lectura, V lo segundo 
por quedar la duda de cuál de las dos 
acciones de tercería que autorizaban los 
artículos 996 y 997 de la citada ley, era 
la que se deducia,pues, si bien la deman­
da parecía tener por objeto y fundamento 
la reserva hecha por la Audiencia en 

’ cuanto á la preferencia de créditos, lo 
que prodria deducirse se contrariaba con 
la pretensión de que se diese á Semprun 
la posesión del majuelo, lo cual éralo 
único que podría legitimar su interven­
ción en la demanda:

Resultando que al replicar los deman­
dantes manifestaron que su reclamación 
por la acción de tercería tenia por objeto 
respecto de González la declaración de su 
preferente derecho, y en cuanto á Sem­
prun el consiguiente reconocimiento de 
su dominio en el majuelo adquirido por 
título oneroso, añadiendo que el prime­
ro tenia cobrado su crédito ó la mayor 
parle de él:

Resultando que el demandado repuso 
que las declaraciones que se hacían en 
nada aclaraban la duda, antes bien con­
firmaban el uso simultáneo de dos terce­
rías, lo cual era un defecto legal déla 
demanda que justificaba su inconlcsta- 
clon y en todo caso la absolución:

Resultando que hechas las pruebas 
que. se articularon, dictó el Juez sentencia 

1 en 25 de Agosto de 1862, que confirmó 
I con cosías la Sala segunda de la Audien­

cia en 50 de Mayo de 1865, declarando 
no haber lugar á la excepción propuesta 
como perentoria por D. Marcelo Lorenzo 
de incosleslacion á la demanda, y que 
era preferente y de mejor derecho el 
crédito de D. Mariano Gonzale/j al delD.

1 Marcelo Lorenzo para hacerse pago con 
1 el majuelo del Rosal, y mandando en su 

consecuencia que se diese la posesión de 
este a D. Lorenzo Semprun:

Resultando finalmente que contra esto 
fallo interpuso el demandado recurso de 
casación, fundándole:
1En que al estimarse la demanda 

sin embargo de ser oscura y vaga y de 
no expresar la clase de acción ejercitada 
en ella y desestimarse la éxcepcion que 
con el carácter de perentoria se la opuso 
fundada en esos defectos, se-habían in­
fringido la ley- 40, lit. 2.°, Partida 5.1: 
y los.artículos 224 y 226.de la de En­
juiciamiento civil.

2.° En que si bien por la demanda 
tal cual se formuló existían ya motivos 
para calificarla del modo expresado, al 
leer en el escrito de réplica que la acción 
de tercería propuesta por lo concerniente 
á I). Mariano González era la de prefe­
rencia ó mejor derecho y de dominio en 
cuanto á. D. Lorenzo Semprun, no cabía 
duda de que se ejercitaban simultánea- 
mente y en una demanda dos acciones 
incompatibles, contradictorias é inacu- 
mulables, y por lo mismo que al ser

pago.de
226.de


estimada tal demanda se habían infrin­
gido, además de las disposiciones legales 
ya citadas, los articulos 995 al 1.000, 
ámbos inclusive, de la ley de Enjucia- 
miento civil y faltádose á la práctica y 
jurisprudencia constante que en materia 
de tercerías vienen observando los Tri­
bunales del reino.

3. ° En que en el supuesto y negado
caso que esa demanda comprensiva de 
dos tercerías contradictorias fuera ad­
misible y contestable; se habían infrin­
gido la ley 16, til. 22, Partida 3.a, y la 
doctrina legal robustecida con repelidos 
fallos de este Tribunal Supremo de que 
«las sentencias deben ser conformes á las 
demandas y recaer precisamente sobre 
aquello que ha sido objetó de la contien­
da,» doctrina que no se habia tenido 
presente en eí caso actual en que la sen 
tencia se limitaba á decidir solo una de 
las tercerías. i •... •

4. ° En haberse infringido además las 
leyes 15 y 27, til. 13, Partida 5.a, por 
cuanto al estimar la sentencia la demanda 
de tercería de mejor derecho de Don 
Mariano :Gonzalez, debió resolver como 
consecuencia legal que se le pagase pre­
ferentemente con el valor del majuelo, y 
que el exceso se aplicase á satisfacer el 
crédito legítimo y reconocido del recur­
rente, pero nunca mandar que se diera 
la posesión de la finca á Semprun, por 
ser esto equivalente á resolver la tercería 
dominica!, que según la misma sentencia 
no habia sido propuesta ni podia serlo, 
ni seguirse en un mismo juicio.

5. " En haberse infringido el axioma 
jurídico de que «nadie puede dar lo que 
no tiene,» toda vez que la sentencia 
suponía adquirida por Semprun, como 
consecuencia del derecho preferente de 
González, la posesión y propiedad del 
majuelo, siendo así que no le tenia Con-1 
zalez, y que este estaba pagado del im­
porte de su crédito, cuya devolución 
nadie le reclamaba.

Y 6.° En haberse contravenido á la 
ley 12, til. 22; Partida 5.a, al prescindir 
ia sentencia de la nulidad de la subasta 
y adjudicación del majuelo, su cesión y 
escritura á favor de Semprun, nacida de 
haber entendido el Juez dé Valladolid, 
que era incompetente para ello, como.el 
mismo lo reconoció:

Vistos, siendo Ponente el Ministro Don 
Laureano de Arríela:

Considerando que la demanda de Don 
Lorenzo Semprun y D. Mariano González 
contiene todos los requisitos exigidos por 
la ley 40, til. 2.°, Partida 5.a, que en 
ella se determina la clase de acción que 
cada uno de aquellos interesados ejercita, 
con arreglo á lo dispuesto en el art. 224 
de la ley dé enjuiciamiento civil, y que 
en nada contraria lo establecido por los 
artículos 995 al 1.000, ámbos inclusive, 
de esta misma ley relativamente á las 
tercerías deducidas en los juicios ejecuti­
vos, por lo cual la Sala sentenciadora, 
al estimar aquella demanda, no ha infrin­
gido ninguna de dichas disposiciones 
legales y ménos ha podido infringir el 
articulo 226 de la indicada ley de En­
juiciamiento civil, que igualmente cita 
el recurrente:

Considerando que dicha Sala tampoco 
ha infringido la ley 16, lít. 22, Partida 
5.a, que previene no valga el juicio que 
diere el juzgador sobre cosa que no fuese 
demandada, ni la doctrina establecida por 
diferentes fallos de este Supremo Tribu­
nal acerca de la conformidad que debe 
haber entre la sentencia y la demanda, 
mediante que, decidiéndolas respectivas 
peticiones de los demandantes según el 
orden con que estaban formuladas, de­
claró preferente y de mejor derecho el 
crédito de D. Mariano González al de 
D. Marcelo Lorenzo para hacerse pago 
con el majuelo titulado del Rosal, y man­
dó, en su consecuencia, que se diese la 
posesión de este á I). Lorenzo Semprum 
á cuyo favor se habia rematado anterior­
mente y otorgádose la correspondiente 
escritura de v<*nla. judicial:

Considerando que, sobre no prestar 
apoyo á las pretensiones del recurrente 
las disposiciones do las leyes 15 y 27, 
lít. 15, Partida 5.a, que señalan el mo­
mento en que comienzan á producir sus 
efectos los peños convencionales y los 
judiciales respectivamente, ni el axioma 
jurídico de que «nádíe puedé dar lo que 
no tiene,» ménos puedé invocarse con 
motivos de casación, por recaer sobre 
el fondo mismo de ia tercería, de mejor 
derecho, contra la cual nada ha alegado el 
demandado en todo el curso del pleito, 
habiéndose limitado á oponer á la de­
manda la excepción dilatoria de defecto 
legal en el momento de ser propuesta.

Considerando que no habiéndose tam­
poco alegado nulidad alguna respecto á 
las diligencias de subasta pública y venia 
judicial del referido majuelo en favor de 
D. Lorenzo Semprun, por razón de la 
competencia del Juez de primera instan­
cia de Valladolid que las autorizó, no 
puede proponerse como fundamento del 
presente recurso aquella supuesta nuli­
dad ni citarse en su apoyo la ley 12, 
titulo 22, Partida 5.a;

Fallamos que debemos declarar y de­
claramos lio haber lugar al recurso de 
casación interpuesto por D. Marcelo Lo­
renzo, á quien condenamos en las costas 
y á la pérdida de la cantidad depositada, 
que se aplicara como prescribe la ley; y 
devuélvanse los autos á la Audiencia de 
Valladolid con la certificación correspon- 

. diente.
Asi por esta nuestra sentencia, que se 

publicará en la Gacela é insertará en la 
Colección legislativa, pasándose al efecto 
las copias necesarias, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos. =Manuel García 
de la Colera. =José Portilla.=Eduardo 
Elío.=Gabriél Ceruelo de Ve|ásco.= 
Pedro Gómez de Hermósjr.—Ventura de 
Coisa y Pando.^Laureano de Arriela.

Publicación.—Leída y publicada fué la 
sentencia anterior por el Excmo. é limo. 
Sr. D. Manuel García de la Gotera, Pre ­
sidente de la Sección primera de la Sala 
primera del Tribunal Supremo de Justi­
cia, estándose celebrando Audiencia pú­
blica en la misma el dia de hoy, de que 
certifico como Secretario de S. M. y su 
Escribano de Cámara.

Madrid 1.' de Febrero de 1865.= 
Dionisio Antonio de Puga.

(Gacela tltlm. 40.)

SUPREMO TRIBUNAL DE JUSTICIA.

En la villa y corle de Madrid, á 4 de 
Febrero de 1865, en los autos que pen­
den ante Nos por recurso de casación, 
seguidos en el Juzgado de primera ins­
tancia de Ilaro y en la Sala primera de 
la Real Audiencia de Burgos por I). Joa­
quín Fernandez Mala con 1). Francisco 
Orliz, sobre reivindicación de bienes:

Resultando que Doña Catalina y Doña 
Josefa Garoña lluiz Loizaga otorgaron 
testamento de mancomún en el año de 
1800, instituyéndose reciprocamente he­
rederas usufructuarias de sus bienes y 
en propiedad despues del fallecimiento 
de la que sobreviviese, dispuso la primera 
que lo fuesen de los suyos Doña Rosa y 
D. Rafaél de Mena, y Doña Josefa nom­
bró á la propia Doña Rosa, sus hijos y 
descendientes, y por su falta á Doña 
María Gallego, su sobrina y los suyos:

Resultando que habiendo fallecido di­
chas testadoras y también Doña Rosa de 
Mena despues de su hermano D. Rafaél, 
solicitó y oblubo D. Blas Gallego, como 
padre y legítimo administrador de Doña 
María, la posesión de los bienes-raíces 
que se adjudicaron á Doña Catalina Ga­
roña por su legítima paterna y materna 
en la villa de Leijazan’a, con rendimien­
tos de frutos á prorala de los que se 
hallaban pendientes á la muerte de Doña 
Rosa Mena:

Resultado que promovido pleito entre 
I). Mateo Abad, como defensor de la 
testamentaria de la Doña Rosa de Mena, 
D. Manuel Fernandez Mala, en concepto 
de marido de Doña Angela Joaquina de 
Mena, heredera de aquella, y. Doña Ma­
ría Gallego y sus hermanos D. Pedro, 
I). Manuel, Doña Esperanza y Doña 
Manuela, sobre la validez ó nulidad del 
testamento otorgado por el Presbítero 
D. Martin Sabinas, á nombre y como 
fideicomisario de D. Juan Agustín Ga 
roña, lio de los litigantes, y'habiénflose 
fallado en primera instancia declarando 
la validez y aplicándose en su conse­
cuencia todos los bienes á Doña María 
Gailego y hermanos; y que hallándose 
pendiente en la Chancilleria de Vallado- 
lid por apelación de Fernandez Mala y 
del defensor de la testamentaría de Doña 
Rosa, otorgaron los interesados una es 
entura de transacción en 15 de Dicem 
bre de 1801, que aprobó la Chancilleria 
en 2 de Marzo de 1803, mandando ex­
pedir y expidiéndose á las partes la cor­
respondiente Real provisión en 28 del 
mismo mes:

Resultando que por dicha transacción 
se desistieron y apartaron del seguimiento 
del pleito sin poderlo volver á suscitar 
por ningún motivo, bajo la condición de 
que se habia de partir por mitad, en la 
forma que expresaron, los bienes dejados 
por D. Juan Agustín y Doña Josefa Ga­
roña, y D. Manuel Fernandez Mata y su 
mujer Doña Angela Joaquina de Mena se 
desistieron y apartaron del pleito respecto 
de los gananciales de Doña Catalina Ga­
roña:

Resultando.que por separado del an­
terior pleito se seguía otro entre el de­
fensor de la testamentaría de la D.a Rosa 
de Mena, D. Manuel Fernandez Mata, 
como marido de Doña Angela de Mena, 
y el Síndico del convento de San Fran­
cisco de Santo Domingo de la Calzada 
acerca de la validez ó nulidad del testa­
mento de Rosa de Mena y otros parti­
culares, en el que en vista de cierta pe­
tición y respuestas, que no se han traído 
á estos autos, proveyó la Chancilleria de 
Valladolid en 27 de Abril de 1802 no 
haber lugar á la pretensión introducida 
por el depositario D. Celedonio Ramón 
de Albizua, y que se entregasen á Don 
Manuel Fernandez Mala los bienes depo­
sitados pafa que los cuidase y conservase 
como correspondía y ofrecía en su escri­
to, sin perjuicio de las cuentas que á su 
tiempo debiere dar el depositario:

Resultando que para el cumplimiento 
de este auto respecto á la entrega de los 
bienes se expidió Real provisión en 11 
de Mayo de 1802 insertando el inventa­
rio y tasación practicados en 22 de Se­
tiembre de 1800, de lodos los bienes 
pertenecientes á la testamentaría de la 
Doña Rosa de Mena; y en su virtud se 
entregaron en 25 del mismo mes á Don 
Manuel Fernandez Mala con la obligación 
de cuidarlos y conservarlos:

Resultando que en 18 de Febrero do 
1851 el D. Manuel Fernandez Mata dió 
poder á su hijo mayor D. Joaquín para 
que vendiese dos medias casas y medio 
censo que le pertenecían por justos títu­
los en la villa de Saja, y su producto lo 
distribuyese entre él y sus hermanos 
Mateo y Pedro:

Resultando que en uso de dicho poder 
vendió el D. Joaquín, por escritura de 
20 de Noviembre de 1817, á D. Pedro 
Gallego y hermanos herederos de su pa­
dre I). Blas, media casa con su sitio 
eonligpo á la misma pro indiviso con 
los propios compradores en la población 
de Sajazorra y un lleco de media fanega 
de tierra en el término de las viñas:

Resultando que por un documento pri­
vado de-50 de Mayo de 1818, firmado 
por Don Joaquín y D. Pedro y demás 
herederos de D. Blas Gallego, hicieron 
la partición de una casa que tenían pro 
indiviso en la villa de Saja:

Resultando que habiendo demandado 
en juicio de conciliación D. Joaquín Fer­
nandez Mata á D. Francisco Orliz para 
que se hiciese la.división de la casa prin­
cipal en que vivió y murió Don Juan 
Agustín Garoña y se le diese la parle 
que lé correspondía mancomunadamente 
con los hijos y herederos de D. Blas 
Gallego, por serlo él de Doña Joaquina 
de Mena y esta heredera de Doña Rosa, 
se opusó á ello D. Francisco Orliz, 
dándose-por concluido el acto; pernal 
dia siguiente, 25 de Febrero de 1857, 
comparecieron de nuevo ante el mismo 
Juez dé paz y declaró el D. Joaquín, 
que penetrado de las razones de este 
exhortándoles á la conciliación, se ha­
bían avenido, y en su consecuencia ce­
día todo el derecho que él y sus suceso­
res tenían y pudiesen tener en la finca, 
obje to del juicio, á favor de D. Fian-



cisco Orliz y los suyos, dejándoles en 
quieta y pacífica posesión, sin que en 
ningún tiempo pudieran hacerle más re­
clamación sobre ella, queriendo que este 
nuevo juicio y composición tuviera la 
fuerza de sentencia ejecutoria en el caso 
de retractarse:

Resultando que en tal estado y en 21 
de Marzo de 1861 reclamó el mismo Don 
Joaquín Fernandez, en juicio de concilia­
ción de D. Francisco Orliz, que dejase 
á su disposición cuatro editicios situados 
en la villa de Sajazorra, nueve viñas y 
nueve heredades en término de la misma 
y 500 ducados del capital de un censo 
cuya redención había percibido, pertene­
ciente todo á la testamentaria de Doña 
Rosa de Mena, y no habiendo habido 
avenencia, presentó demanda en l.° de 
Octubre siguiente, por la cual, sin for­
malizar otra pretensión que la de que se 
determinase como dejaba pedido en el 
trascurso de la misma, despues de hacer­
se cargo del inventario y tasación de 
bienes de Doña Rosa de Mena, insertos 
jen la Real provisión de 11 de Mayo de 
1802, que comprendían siete heredades, 
una huerta cercada, cinco viñas, dos 
casas, dos corrales y la mitad de un censo 
de 600 ducados, alegó sustancialmenle 
que dicha Real provisión, cumplimentada 
tal y como en ella se prevenía, era un 
titulo de dominio y por tanto los bienes 
especificados en ella pasaron bajo este 
concepto á la legitima posesión de Don 
Manuel Fernandez Mala en nombre y 
representación de su consorte Doña An­
gela de Mena; y que á consecuencia de 
la muerte de esta y de su marido Don 
Manuel, le pertenecían de derecho dichos 
bienes, por haber fallecido solteros y sin 
sucesión sus dos hermanos, conforme á 
las leyes que pasó á citar:

Resultando que D. Francisco Orliz 
solicitó se le absolviese libremente de la 
demanda, exponiendo para ello que el 
auto de la Chancilleria de Valladolid, de 
27 de Abril de 1802, única resolución 
que obtuvo á su favor D. Manuel Fer­
nandez Mala, no hizo declaración alguna 
acerca de la validez ó nulidad del testa­
mento de Doña Rosa de Mena, ni decla­
ró heredero de esta al D. Manuel, ni le 
mandó dar la posesión de los bienes he­
reditarios, pues se limitó á mandar que 
se le entregasen para que los cuidase y 
conservase; por consiguiente, no era di­
cho documento, único que presentaba el 
demandante en apoyo de su derecho, un 
tilulo de dominio, ni con él acreditaba 
que en su virtud pasaran á su padre, 
como marido de Doña Angela de Mena, 
ni en propiedad ni en posesión los bienes 
que reclamaba: que parte de ellos se 
entregaran á D. Blas Gallego en nombre 
de su hija Doña Maria, en 8 de Octubre 
de 180<); porque aun suponiendo que á 
Fernandez Matase hubiese dado la pose­
sión de los procedentes de D. Juan Agus­
tín Garoña y D.° Catalina y D.a Josefa, 
perteneciendo á la testamentaria de D.a 
Rosa de Mena, nunca podría Fernandez 
Mala reclamarlos todos por haberse con­
venido en la escritura de transacción de 
1801 que se partiesen por ¡guales partes: 
que con temeridad se pedia la casa prin­

cipal, la del horno y media fanega de 
tierra, cuando el mismo Don Joaquín 
tenia enajenadas y cedidas las partes que 
le correspondían por las escrituras de 20 
de Noviembre de 1817 y 25 de Febrero 
de 1857: que además de esas fincas po­
seía otras el exponente por haberlas he­
redado de su lia Doña Manuela Gallego; 
que era sabido que el que ejercitaba la 
acción reí vindicatoria tenia que probar 
el dominio de lo que reclamaba; que el 
título de heredero no era suficiente por 
él solo para justificar el dominio de los 
bienes hereditarios; que los contratos 
celebrados entre personas hábiles debían 
cumplirse en todas sus partes por los 
contrayentes y sus herederos; y que 
el derecho hereditario constituía un tí­
tulo hábil para trasferir el dominio, y 
por lo mismo el que adquiría una cosa 
por herencia, la hacia suya por la pres­
cripción, siempre que la poseyera por el 
tiempo establecido por la ley, pues la 
buena fe no podía negársele:

Rsullando que en el término de prue­
ba articularon las parles lasque estima 
ron conducentes á su respectivo propósi­
to, y el Juez dictó sentencia en 10 de 
Junio de 1862, que confirmó la Sala 
primera de la Audiencia en 27 de Marzo 
de 1865, en cuanto por ella se absolvía 
á Don Francisco Orliz de la demanda 
contra él propuesta por D. Joaquín Fer­
nandez Mala:

Y resultando que este dedujo recurso 
de casación citando como infringidas las 
leyes 2.a y 12, til. 29 de la Partida 5.a:

Vistos, siendo Ponente el Ministro D. 
Pedro Gómez de Hermosa:

Considerando que en el hecho de ale­
garse por el recurrente como infringidas 
por la ejecutoria las leyes 2.a y 12, til. 
29, Partida 5.a, referentes á la pres­
cripción, se supone equivocadamente que 
la Sala, por su sentencia, ha confirmado 
la del inferior por el mismo fundamento 
en esta expuesto, cuando por el contra­
rio consigna otro del todo diferente, y 
en su consecuencia de una manera ex­
plícita dicta la confirmación en cuanto 
absuelve de la demanda:

Considerando que no pudiendo tener 
otro carácter que el de administración el 
título presentado como de dominio para 
reivindicar las fincas, objeto de este liti­
gio, ni justificarse aquel por las escritu­
ras de venta á este propósito presenta­
das, se suministró además por las parles 
prueba de testigos, que fué apreciada en 
uso de sus facultades por la Sala senten­
ciadora, como asimismo el hecho de no 
haber probado el hoy recurrente su ac­
ción y demanda, y que por tanto las dos 
citadas leyes inaplicables en el caso ac­
tual no han sido infringidas por la eje­
cutoria;

Fallamos que debemos declarar y de­
claramos no haber lugar al recurso de 
casación interpuesto por I). Joaquín Fer­
nandez Mala, á quien condenamos en las 
costas, y á la pérdida de la cantidad por 
que prestó caución para cuando llegase 
á mejor fortuna; y devuélvanse los autos 
á la Audiencia de Burgos con la certifi­
cación correspondiente.

Así por esta nuestra sentencia, que se 

publicará en la Gaceta é insertará en la 
Colección legislativa, pasándose al efecto 
las copias necesarias, lo pronunciamos, 
mandamos y firmamos. =Manuel García 
de la Colera. =José Portilla.=Eduardo 
Elío.=Gabriel Cerueló de Velasco.= 
Joaquín Melchor y Pinazo. = Pedro 
Gómez de Hermosa. = Laureano de 
Arríela.

Publicación. =Leida y publicada fué 
la sentencia anterior por el limo. Sr. D. 
Pedro Gómez de Hermosa, Ministro del 
Tribunal Supremo de Justicia, estándose 
celebrando audiencia pública en la Sec­
ción primera de la Sala primera del mis­
mo el día de hoy, de que certifico como 
Secretario de S. M. y su Escribano de 
Cámara.

Madrid 4 de Febrero de 1865. =Dio 
nisio Antonio de Puga.

RECTIFICACION.

En la factura de precios, pu­
blicada por el Consejo Provincial 
en el núm. 22 de este periódico 
oficial, para servir de tipo á los 
Ayuntamientos de esta provincia 
en el abono de los suministros 
que hayan hecho al Ejército y 
Guardia Civil en los meses de 
Octubre, Noviembre y Diciembre 
últimos, aparece en el primero, 
por error de imprenta, «Arroba 
de carbón rs. vn. 53,88 debiendo 
ser 03,88;» y en el último «Ar­
roba de paja 5,58 debiendo 
ser 5,55.

Anuncios Oficiales.

Se halla vacante la Secretaria del Ayun­
tamiento de Villagalijo con la dotación 
anual de 500 reales, procedentes de los 
ingresos del presupuesto municipal.

Las personas que aspiren á dicha plaza, 
además de la capacidad necesaria, ten­
drán 25 años cumplidos, al tenor de lo que 

I disponen las Reales órdenes de 24 de Junió 
de 1051 y 18 de Febrero de 1856, y pre­
sentarán sus respectivas solicitudes, de­
bidamente documentadas al Alcalde Pre­
sidente de dicha municipalidad, dentro 
de 50 dias contados desde la fecha de 
este anuncio; en la inteligencia de que 
la provisión de dicha plaza se efectuará 
con plena sujeción al articulo 79 de 
la ley municipal, y teniendo en cuenta 
lo que dispone el Real decreto de 19 de 
Octubre de 1855, y Real orden de 12 
del mismo mes de 1858, espedida por el l Ministerio de Gracia y Justicia. Burgos 
14 de Febrero de 1865.

El Gobernador de la provincia, 
FRANCISCO BELMONTE.

Se halla vacante la Secretaria del Ayun­
tamiento de Cabía, con la dotación anual 
de 1500 reales, procedentes de los ingre­
sos del presupuesto municipal.

Las personas; que aspiren á dicha plaza, 
además de la capacidad necesaria ten­
drán 25 años cumplidos, al tenor de lo 
que disponen las Reales órdenes de 24 de 
Junio de 1851 y 18 de Febrero de 1856, y 
presentarán sus respectivas solicitudes 
debidamente documentadas al Alcalde 
Presidente de dicha municipalidad den­
tro de 50 dias, contados desde la fecha de 
este anuncio; en la inteligencia de que la 
provisión de dicha plaza se efectuará con 
plena sujeción al articulo 79 de la ley 
municipal, y teniendo en cuenta lo que 
dispone el Real decreto de 19 de Octu­
bre de 1855 y Real orden de 21 del mis­
mo mes de 1858, espedida por el Minis­
terio de Gracia y Justicia. Burgos 15 de 
Febrero de 1865.

El Gobernador de la Provincia, 
FRANCISCO BELMONTE.

En el pueblo de Lastras de la Torre, 
Junta de Oteo, se halla detenido un 
macho mular de edad de 2 años, pelo 
rojo, y alzada de o cuartas. No habién­
dose podido averiguar á quien pertenece, 
apesar de las diligencias practicadas al 
efecto, se anuncia, en este periódico á fin 
de que llegue á noticia del dueño y pue­
da pasar á recogerlo. =EI Alcalde de 
dicho pueblo, Emeterio Villaluenga.

Anuncios Particulares.

ELECTUARIO
ANTITERCIANARIO Y CUARTANARIO, 

del Doctor Barriocanal.
Diez años de continuo uso, coronados 

de éxito maravilloso, por los Médicos 
de la Capital y provincias limítrofes, es 
la mejor ¡dea que se puede dar de este 
precioso medicamento. Cura las tercia­
nas y cuartanas, por crónicas é invetera­
das que sean, sin que haya lugar á rein­
cidencia: asi es que algunos le han bau­
tizado con el nombre de Biaza, por las 
buenas, sino mejores cualidades que 
aquel.

Está dispuesto dicho Elecluario en 
botes de loza con tapadera de lo mismo, 
y con inscripción sobre ella; de modo 
que no solo-se puede conservar por largo 
tiempo, sinó que se puede trasportar sin 
riesgo á cualquiera punto.

Precio 20 rs. cada bote.
También se elaboran y despachan en 

el mismo establecimiento las verdaderas 
Papeletas Anlitercianarias y Cuartanarias 
de Gala, al precio de 16 reales.

Dirigirse á la Botica de Barriocanal, 
calle del Cid núm. 17 en Burgos.

Imprenta de la Diputación Provincial.


